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S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, hoy día 5 de agosto de 2024. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, NECCO, INC. (NECCO) 

mediante Apelación incoada el 26 de abril de 2023. En su escrito, nos solicita 

que revisemos la Orden dictaminada y notificada el 14 de febrero de 2023 por 

el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de San Juan.1 Mediante 

dicha decisión judicial, el foro primario declaró no ha lugar la Solicitud de 

Intervención presentada el 20 de enero de 2023 por NECCO. 

Exponemos el trasfondo fáctico y procesal que acompaña la presente 

controversia. 

– I – 

El 26 de septiembre de 2022, los señores JORGE ANTONIO MACHADO 

RUIZ (señor MACHADO RUIZ) y EUNICE MACHADO RUIZ entablaron una 

Demanda sobre división de comunidad hereditaria de la causante Hilda E. 

Ruiz Acevedo; enriquecimiento injusto; daños; administración; partición y 

 
1 Apéndice de la Apelación, pág. 102. 
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adjudicación de caudal hereditario contra los señores JORGE ANTONIO 

MACHADO GUZMÁN (DON JORGE) y MARIEL MACHADO RUIZ.2 El señor 

MACHADO RUIZ, EUNICE MACHADO RUIZ y MARIEL MACHADO RUIZ son 

hermanos, e hijos de DON JORGE y la difunta Hilda E. Ruiz Acevedo. La finada 

Hilda E. Ruiz Acevedo falleció testada el 8 de abril de 2022, dejando como 

únicos y universales herederos a sus tres (3) hijos. 

A grandes rasgos, el señor MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO RUIZ 

alegaron en su reclamación que, tras el fallecimiento de Hilda E. Ruiz 

Acevedo, DON JORGE y MARIEL MACHADO RUIZ mantenían control absoluto 

de los bienes que forman parte del caudal relicto. Expresaron que, a la fecha 

de la presentación de la Demanda, DON JORGE y MARIEL MACHADO RUIZ no 

les habían provisto información sobre los bienes dejados. 

El 15 de diciembre de 2022, DON JORGE presentó su Contestación a 

Demanda conteniendo sus defensas afirmativas.3 Argumentó, entre otras 

cosas, que el señor MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO RUIZ perdieron su 

condición de herederos al incurrir en la causal de indignidad por abandonar 

a Hilda E. Ruiz Acevedo mientras se encontraba enferma. Añadió que ambos 

le imputaron a Hilda E. Ruiz Acevedo la apropiación ilegal de dinero 

relacionado a unas acciones corporativas, lo que constituye una grave ofensa 

e injuria. Sostuvo que el régimen económico de su matrimonio con Hilda E. 

Ruiz Acevedo era la sociedad de bienes gananciales, por lo que era necesario 

liquidar la misma para poder determinar la totalidad del caudal relicto. 

Manifestó también que el señor MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO RUIZ 

estaban en posesión y control de otros bienes de Hilda E. Ruiz Acevedo. 

Tras varios trámites procesales, el 20 de enero de 2023, NECCO 

presentó una Solicitud de Intervención.4 Arguyó que DON JORGE había 

 
2 Apéndice de la Apelación, págs. 1- 9. Precisa señalar que el 17 de febrero de 2023, el señor 
MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO RUIZ presentaron una Demanda Enmendada. La misma 
fue autorizada mediante Orden emitida el 7 de marzo de 2023. Apéndice de la Apelación, 
págs. 103-118 y 133. 
3 Íd., págs. 10- 21. 
4 Íd., págs. 26- 90. 
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levantado varias defensas afirmativas relacionadas directamente a NECCO las 

cuales, de ser aceptadas por el tribunal, afectarían severamente sus intereses 

y derechos. Detalló que las alegaciones y reclamaciones de DON JORGE 

cuestionaban la validez y legalidad del manejo de los asuntos administrativos 

y operacionales de NECCO, por el señor MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO 

RUIZ, como oficiales y accionistas. De modo que, tenía interés en 

“salvaguardar la validez de sus asuntos internos y defenderse de cualquier 

imputación sobre la ilegalidad de estos”.5 

El 23 de enero de 2023, se intimó Orden concediendo un término de 

veinte (20) días a las partes para que expusieran su posición sobre dicha 

solicitud de intervención.6 En cumplimiento, el 8 de febrero de 2023, el señor 

MACHADO RUIZ y EUNICE MACHADO RUIZ presentaron Moción en 

Cumplimiento de Orden expresando estar de acuerdo.7 A los pocos días, el 13 

de febrero de 2023, DON JORGE y MARIEL MACHADO RUIZ presentaron su 

Moción en Oposición a Solicitud de Intervención.8 Sostuvieron que el 

ordenamiento jurídico no le confería a NECCO un derecho para intervenir en 

un pleito de partición de herencia; la alegación de NECCO era “altamente 

especulativa”, y la probabilidad de que se violentara un alegado derecho de 

confidencialidad, como parte de un descubrimiento de prueba que aún no 

había comenzado, no era un derecho o un interés real que permitiese la 

intervención.9 

Más tarde, el 14 de febrero de 2023, emitió Orden declarando no ha 

lugar la Solicitud de Intervención.10 Como parte de esta determinación, se 

acogieron y se hicieron formar parte los fundamentos en derecho expuestos 

por DON JORGE y MARIEL MACHADO RUIZ. 

 
5 Apéndice de la Apelación, pág. 39. 
6 Íd., pág. 91. 
7 Íd., págs. 92- 93. 
8 Íd., págs. 95- 101. 
9 Íd., pág. 98. 
10 Íd., pág. 102. 
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En desacuerdo, el 1 de marzo de 2023, NECCO presentó una Solicitud 

de Reconsideración.11 Insistió en que la adjudicación del pleito privaría a la 

corporación de su propiedad, intereses y derechos sin el debido proceso de 

ley. Expuso, también, que el tribunal no detalló los fundamentos específicos 

que sustentan su proceder. 

El 20 de marzo de 2023, DON JORGE y MARIEL MACHADO RUIZ 

presentaron Oposición a la Moción de Reconsideración a Solicitud de 

Intervención.12 Sustentaron que la misma había sido presentada fuera de 

término, al no haberse pagado los derechos arancelarios y reiteraron que 

NECCO carecía de un derecho o interés legítimo para permitir su 

intervención. 

Tras una réplica presentada por NECCO, el 27 de marzo de 2023, se 

decretó Orden declarando no ha lugar la solicitud de reconsideración.13 En 

detalle, se dispuso: 

Evaluada la solicitud de reconsideración de Necco[,] Inc., y el 
escrito en oposición, se declara No Ha Lugar la solicitud de 
reconsideración y nos mantenemos en nuestra determinación de 
no autorizar la intervención de Necco, Inc. De la solicitud de 
intervención y la reconsideración, surge que Necco, Inc., no 
cuenta con un derecho incondicional o permisible basado en ley 
para intervenir en el caso. Tampoco las Reglas de Procedimiento 
Civil le ofrecen un fundamento para su intervención, ni se 
desprende de los escritos un derecho o interés que pueda verse 
afectado por la disposición final [de] este pleito. 

 
Inconforme aún, el 26 de abril de 2023, NECCO acudió ante esta 

instancia judicial revisora mediante el recurso que nos ocupa, señalando 

como único error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al denegar la intervención 
de NECCO, ya sea como cuestión de derecho o permisible, sin 
fundamentación adecuada. El foro primario ignoró que el 
codemandado Jorge Padre al contestar la Demanda de epígrafe 
fundamenta sus alegaciones, defensas y reclamaciones en un 
pleito previo instado por la corporación contra los demandados y 
la ahora causante Hilda Ruiz (SJ2018CV10602). Atender en este 
pleito las alegaciones y defensas de Jorge Padre sin la presencia de 
NECCO afectará sustancialmente sus intereses y reclamos en el 
pleito previo como corporación familiar, única demandante y 
acreedora potencial del caudal hereditario. 

 
11 Apéndice de la Apelación, págs. 119- 132. 
12 Íd., págs. 134- 140. 
13 Íd., págs. 141- 147 y 148- 149. 
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El 10 de mayo de 2023, pronunciamos Resolución en la cual, entre otras 

cosas, concedimos un plazo perentorio de treinta (30) días para presentar 

alegato en oposición. En cumplimiento, el 2 de junio de 2023, DON JORGE y 

MARIEL MACHADO RUIZ presentaron su Oposición a Certiorari. 

Evaluado concienzudamente el expediente del caso y contando con el 

beneficio de la comparecencia de todas las partes, nos encontramos en 

posición de adjudicar. Puntualizamos las normas de derecho pertinentes a 

la(s) controversia(s) planteada(s). 

– II – 

– A – Certiorari 

El auto de certiorari es un vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda revisar discrecionalmente las 

órdenes o resoluciones interlocutorias emitidas por una corte de inferior 

instancia judicial.14 Por ello, la determinación de expedir o denegar este tipo 

de recurso se encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.15 

De ordinario, la discreción consiste en “una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”.16 

Empero, el ejercicio de la discreción concedida “no implica la potestad de 

actuar arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo abstracción del resto 

del derecho”.17   

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil de 2009.18 La mencionada Regla 

dispone que solo se expedirá un recurso de certiorari cuando, “se recurra de 

una resolución u orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, 

injunctions de la Regla 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 

 
14 Rivera et al. v. Arcos Dorados et al., 212 DPR 194 (2023); Torres González v. Zaragoza 
Meléndez, 211 DPR 821 (2023); McNeil Healthcare v. Mun. Las Piedras I, 206 DPR 391, 403 
(2021).  
15 Íd.   
16 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2016). 
17 Íd.   
18 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra.   
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dispositivo”.19 En ese sentido, y a manera de excepción, se podrá expedir este 

auto discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales; 
(2) en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios; 
(3) en casos de anotaciones de rebeldía; 
(4) en casos de relaciones de familia;  
(5) en casos revestidos de interés público; o  
(6) en cualquier situación en la que esperar a una apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 20 
 

Lo anterior constituye tan solo la primera parte de nuestro análisis 

sobre la procedencia de un recurso de certiorari para revisar un dictamen del 

Tribunal de Primera Instancia. De modo que, aun cuando un asunto esté 

comprendido entre las materias que las Reglas de Procedimiento Civil de 

2009 nos autorizan a revisar, el ejercicio prudente de esta facultad nos 

requiere tomar en consideración, además, los criterios dispuestos en la Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (Reglamento).21   

Por otro lado, el examen de los [recursos] discrecionales no se da en 

el vacío o en ausencia de otros parámetros.22 Para ello, la Regla 40 de nuestro 

Reglamento instituye los indicadores a considerar al evaluar si se debe o no 

expedir un recurso de certiorari. A saber:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho; 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema;  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 
en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia; 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados; 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 
más propicia para su consideración;  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio; y  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 
un fracaso de la justicia.23 
 

 
19 Caribbean Orthopedics v. Medshape et al., 207 DPR 994, 1004 (2021). 
20 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra; McNeil Healthcare 
v. Mun. Las Piedras I, supra, pág. 404; 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163 (2020). 
21 McNeil Healthcare v. Mun. Las Piedras I, supra, pág. 404; 800 Ponce de León v. AIG, supra. 
22 Íd.  
23 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra; Rivera Figueroa v. 
Joe´s European Shop, 183 DPR 580 (2011).  
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Es preciso aclarar, que la anterior no constituye una lista exhaustiva, 

y ninguno de estos criterios es determinante, por sí solo, para justificar el 

ejercicio de nuestra jurisdicción.24 En otras palabras, los anteriores criterios 

nos sirven de guía para poder determinar de la forma más sabia y prudente si 

se justifica nuestra intervención en la etapa del procedimiento en que se 

encuentra el caso.25 Ello, pues distinto al recurso de apelación, este Tribunal 

posee discreción para expedir el auto de certiorari. La delimitación que 

imponen estas disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la 

dilación que causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar 

a ser planteadas a través del recurso de apelación.”26  

Finalmente, este Tribunal solo intervendrá con las determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales del tribunal sentenciador cuando 

este último haya incurrido en un craso abuso de discreción.27 Esto es, “que el 

tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial”.28 

– B – 

El mecanismo de intervención constituye una institución procesal 

mediante la cual se faculta la comparecencia de un tercero, voluntariamente 

o por necesidad, a presentar una reclamación o defensa en una acción judicial 

pendiente con el propósito de convertirse en parte para fines de la 

reclamación o la defensa presentada.29  

La intervención no es una fuente de derecho sustantivo, ni instituye 

una causa de acción.30 Su propósito estriba en conciliar un equilibrio entre la 

 
24 García v. Padró, 165 DPR 324, 335 esc. 15 (2005).    
25 Mun. Caguas v. JRO Construction, Inc., 201 DPR 703, 712 (2019). 
26 Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 478, 486– 487 (2019); Mun. Caguas v. JRO 
Construction Inc., supra. 
27 García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005).  
28 Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).   
29 IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 320-321 (2012); S.L.G. Ortiz-Alvarado v. Great 
American, 182 DPR 48, 79 (2011). 
30 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 320. 
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economía procesal que se alcanza al atender diversos asuntos de manera 

conjunta, y la necesidad de que los pleitos culminen en un periodo de tiempo 

razonable.31 

La intervención puede darse como cuestión de derecho, incondicional 

o compulsoria, o de manera permisible. Así lo distingue la Regla 21 de las de 

Procedimiento Civil de 2009, la cual rige los asuntos en materia de la 

intervención en los procesos judiciales.32 En cuanto a la intervención como 

cuestión de derecho, la Regla 21.1 de las de Procedimiento Civil de 2009 

instaura lo siguiente: 

Mediante oportuna solicitud, cualquier persona tendrá derecho a 
intervenir en un pleito: 

(a) Cuando por ley o por estas reglas se le confiere un derecho 
incondicional a intervenir; o 

(b) Cuando la persona solicitante reclame algún derecho o 
interés en la propiedad o asunto objeto de litigio que pueda, 
de hecho, quedar afectado con la disposición final del 
pleito.33 

 
Por otro lado, la Regla 21.2 de las de Procedimiento Civil de 2009 

preceptúa lo referente a la intervención permisible: 

Mediante oportuna solicitud podrá permitirse a cualquier persona 
intervenir en un pleito: 
(a) Cuando por ley se le confiera un derecho condicional a 
intervenir; o 
(b) Cuando la reclamación o defensa de la persona solicitante y el 
pleito principal tengan en común una cuestión de hecho o de 
derecho. 
[…].34 
 

La referida Regla debe interpretarse de manera liberal. Empero, ello 

no supone que toda duda posible deba resolverse a favor de la intervención.35 

Así pues, al momento de evaluar si procede una solicitud de intervención, el 

tribunal debe analizar, primero, si existe un interés que amerite protección, 

y segundo, si dicho interés quedaría afectado por la ausencia de quien solicita 

la intervención.36 De modo que, la solicitud debe contener todos los 

 
31 Íd., pág. 321. 
32 32 LPRA Ap. V. R. 21. 
33 32 LPRA Ap. V. R. 21.1. 
34 32 LPRA Ap. V. R. 21.2. 
35 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra; Rivera v. Morales, 149 DPR 672, 689 (1999); Chase 
Manhattan Bank v. Nesglo, Inc., 111 DPR 767, 770 (1981). 
36 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra; S.L.G. Ortiz-Alvarado v. Great American, supra, pág. 
80. 
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fundamentos que justifiquen la intervención en el procedimiento y a su vez, 

acompañarse con la alegación correspondiente a la reclamación o defensa 

que pretende proseguir con su intervención.37 Es decir, la solicitud deberá 

acompañarse con la demanda o la alegación responsiva que formularía la 

parte que solicita la intervención, en caso de que se le conceda la misma. 

Cuando la parte interese intervenir como parte demandante, la alegación que 

acompañará la solicitud será la demanda. Si lo que interesa es intervenir 

como parte demandada, será entonces la contestación a esta.38 

– III – 

En su único señalamiento de error, NECCO sostuvo que el foro 

primario incidió al denegar su solicitud de intervención en el pleito sin 

fundamentar su determinación. Manifestó que la Orden expedida por el 

tribunal a quo carece de fundamentos fácticos y jurídicos que sustenten la 

decisión de denegar su solicitud. Insistió, además, en que su ausencia en el 

caso afectará sustancialmente sus intereses. Un examen minucioso del 

expediente ante nuestra consideración nos lleva a concluir que no le asiste la 

razón. 

Es menester señalar que el petitorio de intervención de NECCO no 

cumplió con los requisitos exigidos por la Regla 21.4 de las de Procedimiento 

Civil de 2009, supra. Esto es, además de incluir los fundamentos que 

justifiquen la intervención, toda solicitud debe acompañarse de la alegación 

correspondiente que establezca la reclamación o la defensa que motive la 

petición, a saber, la demanda o la contestación a esta.39 NECCO no presentó 

ninguna de estas alegaciones junto a su solicitud de intervención. Contrario 

a ello, acompañó la misma con una serie de instrumentos públicos y 

documentos relacionados a unas alegadas donaciones de acciones de la 

corporación.  

 
37 32 LPRA Ap. V, R. 21.4; IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 322. 
38 R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 6ta ed., San Juan, Lexis-Nexis, 2017, Sec. 1305, 
pág. 180. 
39 32 LPRA Ap. V, R. 21.4; IG Builders et al. v. BBVAPR, supra,; R. Hernández Colón, op. cit. 
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No obstante, dicho defecto procesal, coincidimos con el dictamen 

judicial en cuanto a que NECCO no demostró a cabalidad tener un derecho o 

interés que pueda verse afectado con la disposición final del presente pleito. 

Una lectura de las alegaciones de NECCO demuestran que su solicitud está 

basada en el supuesto de que, en algún momento del descubrimiento de 

prueba, DON JORGE solicite cierta información confidencial y privada -que es 

también incierta en estos momentos- para sustentar algunas de las 

alegaciones contenidas en su Contestación a Demanda.  

Más, no podemos perder de vista que el presente pleito versa 

únicamente sobre división de comunidad hereditaria; enriquecimiento 

injusto; daños; administración; partición y adjudicación de caudal 

hereditario de Hilda E. Ruiz Acevedo. Es decir, no estamos ante un pleito 

sobre reivindicación de bienes por supuestas apropiaciones ilegales de los 

accionistas u oficiales de NECCO.  

Finalmente, precisamos que si en efecto DON JORGE requiera cierta 

información y así el Tribunal lo ordene -de conformidad a la Regla 40.1 de las 

de Procedimiento Civil de 2009-, y NECCO entienda que la misma es 

privilegiada y/o confidencial, tiene derecho de levantar las objeciones y/o 

privilegios que entienda procedentes.40 

 

 

 
40 La Regla 40.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 40.1, faculta al Tribunal para 
solicitar a una persona o a una entidad que no sea parte del pleito que, entre otros, produzca 
o permita la inspección o copia de libros, documentos, información almacenada 
electrónicamente u objetos tangibles en la posesión, custodia o control de dicha persona o 
entidad. Por otro lado, la Regla 40.4(c) de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. 
V, R. 40.4, expresa: La persona a quien va dirigida la citación podrá, dentro de los quince (15) 
días de haberle sido diligenciada, notificar por escrito al abogado o la abogada designado(a) 
en la citación su objeción a la inspección o fotocopia de toda o parte de la información, o del 
lugar donde está localizada, o a la producción de información almacenada electrónicamente 
en la forma o formas requeridas, o a la inspección de un predio o propiedad. De haber 
objeción, la parte que notifica la citación no tendrá derecho a la inspección o producción de 
lo solicitado, aunque podrá oponerse y solicitar al tribunal, previa notificación a la persona 
citada, que dicte una orden concediendo la inspección o producción. El tribunal dictará la 
orden que corresponda y, en caso de que ordene la inspección o producción de lo solicitado, 
deberá proteger a cualquier persona que no sea parte u oficial de una parte, de cualquier 
gasto significativo que pueda surgir de la inspección, producción o fotocopia de la 
información. 
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– IV – 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de Certiorari 

interpuesto el 26 de abril de 2023 y, en consecuencia, se confirma la Orden 

decretada el 14 de febrero de 2023 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan.  

Al amparo de la Regla 35 (A)(1) de nuestro Reglamento, el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, puede proceder de conformidad 

con lo aquí resuelto, sin que se tenga que esperar por el recibo de nuestro 

mandato.41 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 

El juez Pagán Ocasio concurre con las siguientes expresiones: 

Concurro con el resultado de expedir el auto de certiorari y confirmar al 

Tribunal de Primera Instancia. No obstante, entiendo procedente requerir a 

los involucrados en la controversia que agotaran esfuerzos razonables y de 

buena fe entre ellos, antes de presentar el asunto al foro a quo. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente y expresa que hubiera denegado el 

recurso para de esta forma disponer del mismo de forma expedita. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
41 4 LPRA Ap. XXII-B R. 35. La Regla 35 (A)(1) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 
enuncia: “La presentación de una solicitud de certiorari no suspenderá los procedimientos 
ante el Tribunal de Primera Instancia, salvo una orden en contrario expedida por iniciativa 
propia o a solicitud de parte por el Tribunal de Apelaciones. La expedición del auto de 
certiorari suspenderá los procedimientos en el Tribunal de Primera Instancia, salvo que el 
Tribunal de Apelaciones disponga lo contrario.” 4 LPRA Ap. XXII-B R. 35.  


